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fue titular del Juzgado de lo Mercan-
til número 2 de Bilbao antes de solici-
tar una excedencia para ejercer en la 
empresa privada. Ahora es magistra-
do de lo Mercantil en Nafarroa. 

De los seis candidatos, tres de ellos, 
Biurrun, Subijana y Etxarandio, son 
euskaldunes y se expresan perfecta-
mente en euskera. 

Para acceder a la presidencia del 
TSJPV, se precisa el apoyo de una 
mayoría cualificada, es decir, de los 
tres quintos de los miembros del 
pleno del CGPJ (13), compuesto por 
veinte vocales y su máximo respon-
sable, Carlos Lesmes. 

Los aspirantes deben acompañar 
sus candidaturas con datos sobre su 
formación, méritos y sentencias dic-
tadas, para, posteriormente, defender 
ante el máximo órgano de gobierno 
de los jueces su proyecto. Tras esa 
comparecencia, el CGPJ elaborará 
“una terna” –que puede ser de 3, pero 
también de 4, 5 o 6, o 15, como en el 
caso del Tribunal Supremo– sobre la 
que los 21 miembros del pleno vota-
rán a mano alzada.  

DECIDE EL CGPJ Una vez que se cono-
ce la composición del grupo de aspi-
rantes a suceder a Ibarra al frente 
del TSJPV, la duda estriba en saber 
cuándo comenzará el CGPJ a dar los 
pasos para hacer efectivo el relevo. 
El máximo órgano de gobierno de 
la judicatura española se encuentra 
en funciones desde el 4 de diciem-
bre de 2018, y en enero del presen-
te año 2020 acordó paralizar los 
nombramientos de cargos judicia-
les “en la confianza de una pronta 
renovación de la institución”. Sin 
embargo, la crisis sanitaria deriva-
da del coronavirus ha emponzoña-
do el debate político. 

Y es que hay tres órganos en que 
sus integrantes son escogidos a pro-
puesta de los partidos: el Consejo 
General del Poder Judicial (CGPJ), el 

Tribunal Constitucional (TC) y el Tri-
bunal de Cuentas. 

El CGPJ es el máximo órgano de 
gobierno de la judicatura. No juzga, 
pero tiene competencias muy impor-
tantes, como designar determinados 
cargos (como magistrados del Tribu-
nal Supremo ) y la inspección y la fun-
ción sancionadora de los jueces. 

Desde que la Constitución de 1978 
estableció la existencia del CGPJ se 
abrió el debate: ¿Debe ser un órgano 
escogido únicamente por los jueces 
con el posible inconveniente del cor-
porativismo, o la elección debe recaer 
en la soberanía popular? Se impuso 
esta segunda opción, por lo que la 
elección de sus miembros descansa 
en las Cortes Generales. 

El CGPJ está formado por veinte 
vocales. Diez los escoge el Congreso 
y diez el Senado, y tienen un man-
dato de cinco años. No pueden repe-
tir, salvo el presidente, que es nom-
brado a su vez en votación de los 
vocales. Doce corresponden a magis-
trados y ocho a juristas de reconoci-
do prestigio (abogados, catedráti-
cos...). Los jueces pueden presentar 
una lista de candidatos.  

El actual CGPJ –como se ha seña-
lado, en funciones desde diciembre 
de 2018– está compuesto por diez 
miembros a propuesta del PP, siete 
por el PSOE, y uno por parte de la 
extinta Convèrgencia, Izquierda 
Unida y PNV. 

POSICIÓN DEL PP Según señalaban a 
DNA fuentes conocedoras de la situa-
ción, en esta fase de impasse es clave 
el PP para desbloquear la renovación 
del CGPJ y, por extensión, la designa-
ción del relevo de Juan Luis Ibarra al 
frente del TSJPV. 

Estas fuentes apuntan que dentro de 
la formación de Génova hay dos pos-
turas claras. Por un lado, están quie-
nes consideran que, a pesar de la gra-
ve situación económica y social deri-
vada de la pandemia, el Gobierno 
PSOE-Unidas Podemos, y pese a desa-
venencias puntuales con quienes apo-
yaron la investidura de Pedro Sán-
chez, está en condiciones de mante-
nerse y alargarse en el poder. Por eso, 
este sector de los populares apuesta 
por llegar a acuerdos que posibiliten, 
entre otras cuestiones, desbloquear 
el Consejo de Radio Televisión Espa-
ñola o el CGPJ, entre otros, lo que per-
mitiría al órgano de gobierno de la 
judicatura nombrar nuevos cargos, 
uno ellos el de presidente del TSJPV. 

Sin embargo, otro sector del PP, 
influenciado por FAES –fundación 
de José María Aznar– insiste en la 
mano dura con el gobierno –“al ene-
migo ni agua” es su máxima–, ya que 
consideran que el Ejecutivo Sánchez 
no tiene recorrido. Por eso se niegan 
a cualquier negociación, entre ella la 
renovación del CGPJ. 

Las fuentes consultadas por DNA 
señalan que Pablo Casado, líder del 
PP, podría haber variado su postura 
inicial y ahora su posición es más 
pragmática, más próxima a quienes 
apuestan por el desbloqueo de las 
principales instituciones. 

Sea como fuere, lo cierto es que, 
de momento, el TSJPV tiene una 
presidenta en funciones y hay seis 
candidatos dispuestos a darle su 
impronta al máximo organismo de 
la judicatura vasca. �
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BARCELONA – A los tres años de los 
atentados yihadistas del 17 de agos-
to en Catalunya, los tribunales han 
dejado en puertas del juicio a los tres 
únicos supervivientes de la célula, 
sin procesarlos por delitos de asesi-
nato, una decisión que las víctimas 
ven con decepción. Esa fatídica tar-
de el yihadismo golpeó en Catalun-
ya y dejó 16 cadáveres y cerca de 140 
heridos. El 18 de agosto, Dáesh rei-
vindicaba los atentados.  

Younes Abouyaaqoub daba inicio 
a la masacre con un atropello masi-
vo, al volante de una furgoneta 
alquilada con la que zigzagueó 
durante 800 metros a toda veloci-
dad por unas Ramblas atestadas de 
turistas: asesinó a 15 personas y dejó 
heridas, al menos, a otras 130. Tras 
dejar la furgoneta, caminó hasta la 
Zona Universitaria de Barcelona, 
donde mató a cuchilladas a un joven 
para robarle el coche en su intento 
de fuga, que duró escasos días. El 21 
de agosto, los Mossos lo abatían en 
unos viñedos del Penedès.  

Mientras, otros cinco de los terro-
ristas se pertrechaban de cuchillos 
y un hacha para intentar, ya en la 
madrugada del 18-A, otra matanza 
en el paseo marítimo de Cambrils. 
Murieron tiroteados por los Mossos 
tras arrollar con su coche a un gru-
po de transeúntes, uno de los cua-
les falleció, y apuñalar a otros doce 
cuando volcaron el vehículo.  

Por efecto del calor, un día antes 
del 17-A, los explosivos hacían sal-
tar por los aires el chalé de Alcanar, 
en el que murieron dos de los terro-
ristas, entre ellos Abdelbaki Es Satty, 
líder espiritual de la célula y quien 
emprendió en 2015 el adoctrina-
miento del grupo de jóvenes como 
imán de la mezquita de Ripoll.  

DISTINTAS PETICIONES Después de 
tres años de investigaciones, la 
Audiencia Nacional ha zanjado la 
causa principal de los atentados 
sin ningún procesado por los 16 
asesinatos. La sala de lo penal ha 
abierto juicio oral por los delitos 
de pertenencia a organización 
terrorista, fabricación de explosi-
vos y estragos contra dos de los pre-
suntos miembros de la célula: 
Mohammed Houli Chemlal –super-
viviente de la explosión de Alcanar– 
y Driss Oukabir, hermano de uno de 
los fallecidos y a cuyo nombre se 
alquiló la furgoneta utilizada en el 
atropello masivo.  

En un criterio compartido por la 
Fiscalía y algunas de las acusacio-
nes –Generalitat y Ayuntamiento–, 
la sala ciñe el papel de estos dos 
procesados a la pertenencia a la 
célula y los preparativos del aten-

tado frustrado, sin vincularlos 
directamente con los ataques en 
Barcelona y Cambrils, aunque ha 
dejado abierta la puerta a que las 
partes lo planteen en el juicio.  

Más tangencial sería la participa-
ción del tercer procesado, Said Ben 
Iazza, a quien la Audiencia procesa 
por colaboración con organización 
terrorista, al entender que su inter-
vención se limitó a facilitar la fur-
goneta frigorífica en la que trans-
portar el peróxido de hidrógeno 
necesario para fabricar los precur-
sores de los explosivos, así como la 
documentación para adquirirlo.  

Gran parte de las acusaciones 
particulares ejercidas por las víc-
timas –incluidas las colectivas, 
como la AVT o la del 11-M– se han 
apresurado a desmarcarse de la 
Fiscalía, con escritos que plantean 
penas superiores a los 2.000 años 
de cárcel y prisión permanente 
revisable para los procesados, por 
los asesinatos e intentos de asesi-
natos en los ataques.  

También están en juego las 
indemnizaciones que les puedan 
corresponder en sentencia por los 

daños y secuelas que arrastran y 
que suman cifras millonarias. En el 
caso de que los procesados se decla-
raran insolventes, las indemniza-
ciones podrían ser asumidas por el 
Estado, de acuerdo con la Ley de 
Protección de Víctimas del Terro-
rismo, pero esa solución se adivina 
más improbable si tras el proceso 
penal no hay condenados por los 
muertos y heridos en los atentados.  

RECUERDO EN SILENCIO El Ayunta-
miento de Barcelona ha apostado 
hoy, por segundo año consecutivo, 
por un sencillo acto. Con las distan-
cias de seguridad impuestas por la 
pandemia, las víctimas serán el eje 
de un acto al que asistirán, entre 
otros, la alcaldesa, Ada Colau; el pre-
sident de la Generalitat, Quim Torra; 
el ministro de Sanidad, Salvador Illa, 
y la presidenta del Congreso, 
Meritxell Batet.  

Como en años anteriores, la 
Asociación Catalana de Vícti-
mas de Organizaciones Terro-
ristas (ACVOT) se ha desmarca-
do del acto organizado por el 
Ayuntamiento. �

 A los tres únicos supervivientes de la célula no se les acusa de asesinato

Los atentados yihadistas del  
17-A llegan a juicio en medio 

de la decepción de las víctimas


